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Gobierno vende carne de res por paro de matarifes 

Desde hoy, en esta ciudad, la Empresa de Apoyo a la Producción de Alimentos (Emapa) 
venderá carne de res a los carniceros a 22,50 bolivianos el kilo, informó ayer Roberto Ordoñez, 
responsable regional. En medio del conflicto por la facturación, el presidente en ejercicio 
Álvaro García indicó que el Gobierno está listo para distribuir carne a occidente. 

Señaló que a partir de las 06:30 de hoy se habilitarán dos puntos de venta, uno en sus 
almacenes de Coña Coña, entre la avenida Blanco Galindo y capitán Ustariz, detrás del edificio 
de la Unitepc, a la altura del kilómetro 4, y el otro en su tienda de la calle Hamiraya Nº 360, 
zona central. 

Explicó que el producto será entregado en gancho para que cada carnicero se encargue de 
vender por cortes al consumidor final. “La venta de la carne será hasta que hayan novedades 
sobre el paro indefinido que llevan a cabo los matarifes”, afirmó. 

La mañana de ayer, en conferencia de prensa desde La Paz, García indicó que se instruyó tener 
listos los aviones Hércules de las Fuerzas Aéreas para distribuir carne faenada del oriente al 
resto del país y advirtió que el Gobierno se encargará de la venta, tarea que ya se inició la 
semana pasada en La Paz y ahora se realiza en Cochabamba. 

En tanto, ayer continuaba la guerra de cifras entre los matarifes, que expusieron las razones 
por las que no les corresponde tributar, y el Gobierno detalló las utilidades y cuánto pierde el 
fisco por la evasión tributaria del sector. 

El ministro de Economía y Finanzas, Luis Arce, en contacto con radio Patria Nueva, afirmó que 
el Estado pierde cada año más de 300 millones de bolivianos por la evasión de impuestos de 
los intermediarios que comercializan carne roja. Añadió que la utilidad neta de cada 
intermediario supera al año los 9 millones de bolivianos y explicó que por cada kilo de carne 
que un ciudadano compra de una tienda de barrio, el intermediario gana 8,38 bolivianos. 

“Si este intermediario vende 10 cabezas por día, de más o menos 300 kilos por cabeza, 
estamos hablando de utilidades diarias de 27 mil bolivianos, 754 mil bolivianos por mes y si 
hacemos el cálculo anual de más de 9 millones de bolivianos”, manifestó. 

En otro cálculo, el presidente de los trabajadores con carne de Cochabamba, Alex Torres, 
manifestó que el kilo gancho de res se incrementará a 26,55 bolivianos con el recargo del 
Impuesto al Valor Agregado (IVA), considerando que el precio del kilo de carne actualmente 
bordea los 23,50 bolivianos. Torres insistió en que son los intermediarios los que deben 
facturar pues, según sus datos, reciben el kilo de carne a 10 o 12 bolivianos por animal vivo y, 
por faenear, cobran 21 a 22 bolivianos el kilo. 

Ayer por la mañana los trabajadores en carne de Cochabamba protagonizaron una marcha que 
partió de la avenida San Martín y Punata, se dirigió a la plaza 14 de Septiembre y concluyó en 
las oficinas regionales de Servicio de Impuestos Nacionales (SIN). 

En el lugar, los matarifes regalaron huesos en protesta contra las declaraciones de Arce y del 
presidente ejecutivo del SIN, Erik Ariñez. 



En Chuquisaca, los proveedores de carne salieron a las calles exigiendo que los ganaderos les 
emitan factura. 

Torrez ratificó que en Cochabamba continuarán acatando el paro indefinido determinado por 
la Confederación de Trabajadores en Carne de Bolivia (Contracabol) hasta que el Gobierno 
desista de obligarlos a ingresar en el Régimen General. Por su parte, la ministra de Desarrollo 
Productivo, Verónica Ramos, se ofreció a mediar en el conflicto. 

Ministro Arce pide a Alcaldías controlar peso y precio del pan 

El ministro de Economía y Finanzas Públicas, Luis Arce, exhortó ayer a las alcaldías encargarse 
de controlar el peso, precio y calidad en la venta de pan de batalla, en el marco de las 
obligaciones y competencias que tienen los gobiernos regionales. 

“Ahora exhortamos a las alcaldías que tienen que ver por el peso del pan. La calidad del pan 
tiene que estar supervisada por las alcaldías”, enfatizó en una rueda de prensa. 

Recordó que no hay justificación para que los panificadores eleven el precio del pan de batalla 
a más de 0,40 bolivianos la unidad, porque el costo de la harina se encuentra en sus niveles 
más bajos y continuará cayendo. 

“Nosotros hemos hecho cálculos del pan, con los precios actuales (de la harina) no debería 
subir de precio porque los precios han caído y van a seguir cayendo”, subrayó. 

A su juicio, el incremento en el precio del pan es un “chantaje” que busca proteger privilegios 
económicos de un sector, a costa del sacrificio de la gente. 

Desde ayer, los panificadores en La Paz decidieron vender pan a 0,50 bolivianos con el 
argumento de que no llegaron a un acuerdo con el Gobierno para mantener la subvención a la 
harina. 

Por su parte, el Ministerio de Desarrollo Productivo advirtió que iniciará acciones penales 
contra quienes vendan el producto por encima de 0,40 bolivianos. 

En esta ciudad, el precio se mantiene en 0,50 bolivianos. 

Indígenas resistirán a exploración en parques 

Los indígenas del oriente y la Amazonia de Bolivia anunciaron ayer que opondrán resistencia a 
la exploración de hidrocarburos en parques y reservas naturales, que fue aprobada 
recientemente por el Gobierno boliviano mediante un decreto. 

En declaraciones a Efe, el presidente de la Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia 
(Cidob), Adolfo Chávez, expresó su preocupación por los impactos ambientales que ocasionará 
la exploración de hidrocarburos en las áreas protegidas. 

“Nos consideramos guardianes de la naturaleza, de nuestra propia casa grande (...) Es una 
preocupación cuando los propios vivientes de los territorios han manifestado que van a 
defender su casa con su vida porque no quieren ser mendigos en las grandes ciudades”, dijo. 

Por ello, indicó que la Cidob ya estableció contactos con el Consejo Continental de la Nación 
Guaraní y la Coordinadora de las Organizaciones Indígenas de la Cuenca Amazónica (Coica) 
para lograr su respaldo en las acciones que efectuarán los indígenas en defensa de sus 
territorios y de las reservas naturales. 



El citado decreto, aprobado el pasado 20 de mayo por el Gobierno del presidente Evo Morales, 
permite el “desarrollo de actividades hidrocarburíferas de exploración en las diferentes zonas 
y categorías de áreas protegidas”. 

Estas actividades podrán efectuarse teniendo en cuenta “medidas ambientales adecuadas” 
para “precautelar la conservación de los sistemas de vida de la madre tierra”, añade la norma, 
que también sugiere establecer “medidas socio-económicas” para contribuir a la erradicación 
de la extrema pobreza en los territorios indígenas. 

El decreto también determina que las empresas que exploren estas zonas deberán destinar el 
1 por ciento del monto total de inversión “para el fortalecimiento del área protegida 
intervenida”. 

“No está permitida la realización de actividades hidrocarburíferas de exploración y explotación 
en categorías de Santuario y Monumento Natural previstas en el Reglamento General de Áreas 
Protegidas”, indica el documento. 

Chávez consideró que las actividades de exploración petrolera dañarán las vertientes y 
ocasionarán “mayor sequía” en el país y “cambios bruscos en las áreas protegidas”. 

El líder indígena criticó también el “doble discurso” que maneja el Ejecutivo boliviano “a nivel 
internacional” en cuanto a la protección del medio ambiente. 

La Aduana confisca alimentos de contrabando 

Unas 650 toneladas de alimentos de contrabando, que tienen un valor aproximado de Bs 7 
millones, fueron decomisadas por el Control Operativo Aduanero (COA) durante el último mes, 
informó Marlene Ardaya, presidenta de la Aduana Nacional de Bolivia (ANB). 

Ardaya dijo que se realizan operativos de manera constante en los 55 puntos identificados 
como tránsito ilegal de mercadería. “El objetivo de la medida es proteger la producción local”, 
dijo. 

La titular de la ANB detalló que entre la mercadería confiscada están 180 t de harina, 218 t de 
arroz, 155 t de azúcar, 53 t de soya y 44 t de trigo. La Aduana y el sector empresarial cruceño 
participaron ayer de una evaluación de los operativos que se hicieron para combatir al 
contrabando. 

 


